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AL-DEST-IJU-277-2020 

 
 

MODIFICACIÓN DE VARIAS LEYES PARA FRENAR EL PROCESO DE 
PRIVATIZACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE SALUD QUE 

PRESTA LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL 

 

I. RESUMEN DEL PROYECTO 
 
La presente iniciativa tiene por objeto adicionar un párrafo segundo al artículo 74 
de la Ley de Contratación Administrativa, Ley N° 7494, de 2 de mayo de 1995, así 
como modificar el artículo 62 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de 
Seguro Social, Ley N° 17 de 22 de octubre de 1993. 
 
De conformidad con la exposición de motivos, la iniciativa plantea estas reformas 
con el fin de fortalecer y resguardar el carácter público y solidario de los servicios 
de salud que brinda la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), y poner freno 
– a criterio del proponente- al proceso de desmantelamiento, privatización y 
mercantilización de estos servicios, mediante la adopción de una serie de medidas 
orientadas a prevenir que se repitan en el futuro, las serias irregularidades y 
abusos cometidos a través de las compras de servicios y figuras similares. 
 
En ese sentido, la adición al artículo 74 de la Ley N°7494 pretende que los 
servicios de salud que presta la CCSS no sean susceptibles de ser delegados a 
terceros mediante la aplicación de la figura de concesión de gestión de servicios 
públicos.  
 
Por su parte, la modificación del artículo 62 de la Ley N° 17 busca obligar a esa 
institución a implementar una serie de requisitos y controles en el procedimiento 
de compras temporales de servicios, para evitar que sean utilizadas para el lucro 
privado a costa del constante deterioro de los servicios sociales. 
 
 

II.- CONSIDERACIONES PREVIAS 

2.1 Otras iniciativas con objetivos similares o idénticos 

 
Los objetivos planteados en la presente iniciativa ya han sido presentados en otras 
oportunidades, al respecto pueden observarse los siguientes expedientes: 
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Expediente Artículos 
reformados 

Tramitación Proponente 

16.9931 Adición de un 
párrafo segundo al 
art 74 de la Ley de 
Contratación 
Administrativa 

 
Reforma inciso 1) 
del art 2 de la Ley 
N° 77622 
 
Reforma integral 
del art 62 de la Ley 
Constitutiva de la 
CCSS  
 
Adición de un 
artículo 58 a la Ley 
N° 84223. 

Archivado por 
Dictamen Unánime 
Negativo 
14/09/2012 

José Merino del Río 

18.7084  
 

Adición de un 
párrafo segundo al 
art 74 de la Ley de 
Contratación 
Administrativa 

 
Reforma integral 
del art 62 de la Ley 
Constitutiva de la 
CCSS 

Archivado por 
vencimiento del 
plazo cuatrienal 
17/10/2018 

José María Villalta 
Flores Estrada 

 
Tal y como puede observarse del cuadro anterior, los objetivos perseguidos por 
esta iniciativa se han plasmado de forma total o parcial en dos iniciativas 
presentadas con anterioridad al presente proyecto de ley, siendo que ambas 
fueron remitidas al archivo. La primera por Dictamen Unánime Negativo y la 
segunda por el vencimiento del plazo cuatrienal, de conformidad con la resolución 

                                                             
1 “MODIFICACIÓN DE VARIAS LEYES PARA REGULAR LAS COMPRAS DE SERVICIOS Y 
FRENAR EL PROCESO DE PRIVATIZACIÓN DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS DE SALUD QUE 
PRESTA LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL” 
2 Ley N° 7762, “Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos”, de 14 de 
abril de 1998. 
3 Ley N° 8422, “Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública”, de 6 de 
octubre de 2004. 
4 “MODIFICACIÓN DE VARIAS LEYES PARA FRENAR EL PROCESO DE PRIVATIZACIÓN DE 
LOS SERVICIOS DE SALUD QUE PRESTA LA CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO 
SOCIAL”. 
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que dictó la Presidencia de la Asamblea Legislativa5 con fundamento en diversas 
resoluciones de la Sala Constitucional6, relativas a la oportunidad para ampliar el 
plazo cuatrienal de los proyectos de ley que estudia la Asamblea Legislativa. 
 

2.2 Sobre la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social 

 

La Caja Costarricense de Seguro Social es una institución autónoma de creación 

constitucional. El numeral 73 de nuestra Carta Magna, señala: 

“ARTÍCULO 73.- Se establecen los seguros sociales en beneficio de los 

trabajadores manuales e intelectuales, regulados por el sistema de contribución 

forzosa del Estado, patronos y trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los 

riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás 

contingencias que la ley determine. 

La administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una 

institución autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social. 

No podrán ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que 

motivaron su creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales. 

Los seguros contra riesgos profesionales serán de exclusiva cuenta de los 

patronos y se regirán por disposiciones especiales.” El subrayado es propio. 

Para algunos juristas como Jinesta Lobo7, a las instituciones autónomas de 

creación constitucional se les dota de un régimen de protección reforzada frente al 

legislador, según el cual  éste no puede “suprimirlas, cambiarles el nombre cuando 

se les ha dado, aumentarles, disminuirles o modificarles las competencias 

expresamente atribuidas por el constituyente originario o derivado.” 

Conviene ahora hacer referencia a lo que ha indicado la Sala Constitucional, 

respecto a la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social, la cual no 

solamente es administrativa, sino de gobierno, lo cual le permite definir sus 

                                                             
5 El 11 de octubre de 2018, la Presidencia de la Asamblea Legislativa de conformidad con las 
resoluciones 2015-12250, 2018-11658 y 2018- 13520 de la Sala Constitucional ordeno el “archivo 
sin más trámite de los proyectos que a la fecha tenga vencido el plazo de cuatro año de conformidad con 
el artículo 119 del Reglamento de la Asamblea Legislativa aunque tengan pendiente de conocimiento una 
moción de ampliación del plazo cuatrienal y sin importar si fueron puestos a despacho o no. De igual forma, 
se proceda al archivo de todos los proyectos que a la fecha estén en la corriente legislativa y a los cuales se 
les haya vencido el plazo establecido en el artículo 119 del Reglamento y el Plenario les haya aprobado una 
moción de ampliación de forma extemporánea.” 
6 Resoluciones 12250-2015, 11658-2018 y 13520-2018. 
7 Tratado de Derecho Admnistrativo, Tomo I, Pág 99-100. 
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propios propósitos sin injerencia del Poder Ejecutivo o incluso del mismo 

legislador. Sobre este particular la Sala ha indicado: 

“b) política o de gobierno, que es la capacidad de autodirigirse políticamente, de 

autogobernarse, de dictarse el ente a sí mismo sus propios objetivos en la forma 

en que lo estime conveniente para el cumplimiento de la finalidad para la cual fue 

creada  

(…) 

Lo cual evidencia que la Caja Costarricense de Seguro Social se le ubica siempre 

en una categoría especial dentro de las instituciones autónomas, porque a 

diferencia de estas, no sólo es de creación constitucional, sino que tiene un grado 

de autonomía mayor, asimilable al grado de autonomía de que gozan las 

municipalidades, cual es, autonomía de gobierno. Lo cual significa un grado de 

protección frente a la injerencia del Poder Ejecutivo, pero también limitaciones a la 

intervención del Poder Legislativo. Aunque ciertamente la CCSS no escapa a la 

ley, esta última no puede “modificar ni alterar” la competencia y autonomía dada 

constitucionalmente a la CCSS, definiendo aspectos que son de su resorte 

exclusivo. La Caja Costarricense de Seguro Social, por ser básicamente una 

institución autónoma de creación constitucional, la materia de su competencia, 

dada constitucionalmente, está fuera de la acción de la ley. Dicho de otro modo, el 

legislador, en el caso de la administración y gobierno de los seguros 

sociales tiene limitaciones, debiendo respetar lo que el Constituyente 

estableció. Así como estaría vedado al legislador emitir una ley donde disponga 

que la administración y gobierno de los seguros sociales ya no le corresponde a la 

Caja Costarricense de Seguro Social, asimismo, tampoco puede emitir una ley que 

incursione en aspectos propios o correspondientes a la definición de la CCSS, en 

la administración y gobierno de los seguros sociales. En este sentido, véase lo que 

dispuso esta Sala mediante la resolución número 2001-010545 de las 14:58 horas 

del 17 de octubre del 2001:“… Queda claro que la ley no puede interferir en 

materia de gobierno de la Caja Costarricense de Seguro Social en virtud de la 

autonomía plena de que goza esta institución…” (Criterio reiterado en la resolución 

número 2001-011592 de las 09:01 horas del 09 de noviembre del 2011).” Sala 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución Nº 2017004797, de las 

10:30 horas del 29 de marzo de dos mil 2017”. (Sala Constitucional de la Corte 

Suprema de Justicia, Resolución Nº 2011-015655, de las 12:48 horas del 11 

de noviembre del 2011). 

“(…) la autonomía de gobierno se le atribuye a dicha institución, entendiéndose 

ésta como la capacidad para realizar su cometido legal sin sujeción a otro ente, de 

autodirigirse, autogobernarse y dictar sus propios objetivos y organizarse en la 

forma en que lo estime conveniente para el cumplimiento de la finalidad para la 

cual fue creada.” (Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, 

Resolución N° 10545-01, de las 14:58 horas del 17 de octubre de 2001).” 
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"IV.- El artículo 73 de nuestra Constitución Política establece la existencia de los 

seguros sociales, los cuales se regulan por el sistema de contribución forzosa del 

Estado, patrono y trabajadores, con el fin de proteger a éstos contra los riesgos de 

enfermedad, maternidad, invalidez, vejez y muerte. La Caja Costarricense de 

Seguro Social, es la entidad autónoma encargada de administrar este tipo de 

seguros, con la autonomía que le permite tener iniciativa propia para sus 

gestiones, así como para ejecutar sus tareas y dar cumplimiento a sus 

obligaciones legales, fijándose metas y los medios para cumplirlas. " (Sala 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 004636-98 de 

las 15:57 horas del 30 de junio de 1998) 

"…es dable a los diferentes establecimientos de la Caja, en aplicación del principio 

constitucional de autonomía de administración y gobierno, dictar las medidas de 

reorganización necesarias de sus servicios para su mejoramiento, con el fin 

de lograr la mejor satisfacción de sus usuarios y del interés general, que por 

su naturaleza nunca podría dejar de prevalecer ante los intereses particulares." 

(Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 03065-

98 de las 18:18 horas del 6 de mayo de 1998.) 

"…la autonomía reconocida en el artículo 73 en relación con el 177 de la 

Constitución Política a la Caja no se encuentra sujeta a límites en materia de 

gobierno, como ha reiterado este tribunal en sentencias precedentes (ver por 

ejemplo: 3403-94, 6256-94, 6524-94, entre otras) El constituyente expresamente 

instituyó un ente encargado de la administración de la seguridad social dotado de 

máxima autonomía para el desempeño de su importante función; razón por la 

cual la reforma al numeral 188 constitucional que instituyó la dirección 

administrativa no modificó su régimen jurídico." (Sala Constitucional de la Corte 

Suprema de Justicia, Resolución N° 07379-99 las 10:36 horas del 24 de 

setiembre de 1999) 

“Así entonces, el grado de autonomía que constitucionalmente le dio a la Caja 

Costarricense de Seguro Social, en su artículo 73, es el que se ha denominado 

como grado dos, que incluye autonomía administrativa y autonomía de gobierno. 

Siendo que, la reforma que sufrió el artículo 188 Constitucional en 1968, reforma 

que por cierto no modificó el mencionado artículo 73 supra mencionado, instituyó 

la dirección administrativa del resto de instituciones autónomas, pero no modificó 

el grado de autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social, que sigue 

siendo desde 1943 una autonomía administrativa y de gobierno. En virtud de ello, 

queda claro entonces que, la ley o el legislador, no puede interferir en 

materia de gobierno de la Caja Costarricense de Seguro Social en virtud de 

la autonomía de gobierno de que goza esta institución. (Sala Constitucional 

de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 004797-2017 de las 10:30 

horas del 29 de marzo de 2017.)  

*El subrayado y resaltado es propio. 
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Las resoluciones anteriores son sólo algunos extractos de la jurisprudencia 

reiterada que ha emitido el Tribunal Constitucional respecto a la autonomía de la 

Caja Costarricense de Seguro Social, así como respecto a los límites del 

legislador en relación con las potestades propias de esta Institución.  

 

III.- ANÁLISIS DEL ARTICULADO 

 

Artículo1.- 

 

El artículo 1 pretende adicionar un segundo párrafo al artículo 74 de la Ley de 
Contratación Administrativa8.  Este numeral pertenece a la sección octava relativa 
a la concesión de gestión de servicios públicos. Para mayor claridad acerca de los 
cambios propuestos se adjunta el siguiente cuadro comparativo:  

Proyecto de ley N° 21.066 Artículo 74 de la Ley de Contratación 
Administrativa, Ley N° 7494 

Artículo 74- Supuestos y régimen 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
[...] 
 
La concesión de gestión de servicios 
públicos no será aplicable a los 

servicios de salud que le corresponde 
prestar a la Caja Costarricense de 
Seguro Social, de conformidad con el 
artículo 73 de la Constitución Política. 
 
[...] 

ARTICULO 74.- 
 
Supuestos y régimen. La administración 
podrá gestionar, indirectamente y por 
concesión, los servicios de su 
competencia que, por su contenido 
económico, sean susceptibles de 
explotación empresarial. Esta figura no 
podrá ser utilizada cuando la prestación 
del servicio implique el ejercicio de 
potestades de imperio o actos de 
autoridad.  
 
 
 
 
 
 
 
La administración siempre conservara los 
poderes de supervisión e intervención, 
necesarios para garantizar la buena 
marcha de los servicios.  
 
La concesión de gestión de servicios 

                                                             
8 Ley N° 7494, de 2 de mayo de 1995. 
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públicos no podrá tener carácter 
indefinido. Según la naturaleza del 
servicio, en el reglamento se fijará su 
duración, que no podrá exceder de 
veinticinco años.  
 
Todas las concesiones de gestión de 
servicios públicos estarán precedidas de 
un anteproyecto de explotación, en el que 
se definirán, minuciosamente, las 
condiciones de la prestación, las tarifas, 
las facultades para supervisar, las 
garantías de participación y cumplimiento, 
las modalidades de intervención 
administrativa y los supuestos de 
extinción.  
 
Los concesionarios de gestión de servicios 
públicos responderán, directamente, ante 
terceros, como consecuencia de la 
operación propia de la actividad, excepto 
cuando el daño producido sea imputable a 
la administración. 
 
 La administración podrá variar las 
características del servicio concedido y el 
régimen tarifario, cuando existan razones 
de interés publico, debidamente 
acreditadas, previo trámite del expediente 
respectivo. Si estas modificaciones alteran 
el equilibrio financiero de la gestión, la 
administración deberá compensar al 
contratista, de manera que se 
restablezcan las condiciones consideradas 
en el momento de la adjudicación. 
 
 El régimen definido en este articulo no se 
aplicará a las concesiones de servicios 
públicos, a cargo de particulares, 
reguladas por ley especial. 

 

Con base en el cuadro anterior, puede observarse que lo que busca la iniciativa es 
evitar la posibilidad de que la Caja pueda dar sus servicios públicos de salud  
mediante el procedimiento de concesión de gestión  
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Tal y como fue señalado en el acápite 2.2 de este informe, el legislador se 
encuentra impedido de legislar en torno a la forma en que la Caja Costarricense 
de Seguro Social lleva a cabo sus actuaciones o procedimientos, en virtud de la 
autonomía reforzada con que cuenta esta institución, la cual representa un límite 
incluso para el propio legislador. 

De tal forma, que la Caja Costarricense de Seguro Social posee plena autonomía 
para determinar la forma en que mejor pueda conseguir sus fines y la concesión 
de servicios públicos de salud  puede ser una de las múltiples formas de lograrlo; 
por lo anterior, no puede el legislador abstraerle de tal facultad, pues la forma de 

lograr sus fines es una decisión que le corresponde a esta Institución. 

En virtud de que la exposición de motivos, trae a colación diversas informes que 
ha emitido la Contraloría General de la República, se considera oportuno traer a 
colación el oficio DFOE-SOC-0727 del 28 de junio de 2019, en el cual este órgano 
se refirió reiterando que ya se ha había manifestado con relación a este tema en 
respuesta evacuada sobre el Expediente N° 16993, el cual como ya indicamos en 
el apartado 2.1 de este informe, buscaba realizar –entre otras-  modificaciones a 

los mismos numerales que reforma la presente iniciativa.  

En la respuesta que emite el órgano contralor a la Comisión que estudia la 
presente iniciativa, no solamente reitera el criterio vertido con relación al 
Expediente N° 16.993, sino que amplía explicando el raigambre constitucional que 
poseen los procesos de contratación. Para tal efecto trae a colación la resolución 

de la Sala Constitucional 9 la cual señala:  

“IV.- (…) Y es en este sentido que debe entenderse el procedimiento de 
contratación; es decir, como el mecanismo más apto para el control de la 
Hacienda Pública y de los recursos financieros del Estado, con el fin primordial de 
que se promueva una sana administración de los fondos públicos, 
constituyéndose, entonces, en principio de orden público derivado de la transcrita 
norma constitucional, en tanto resulta el “medio idóneo para la selección del 
cocontratante de la Administración”.  

Posteriormente, el órgano contralor señala que: “…queda de manifiesto que 
Constitucional y legalmente (en especial por lo regulado en la LCA y su 
Reglamento), existe una habilitación para el Estado de contratar los bienes y 
servicios que considere necesarios para la satisfacción del interés público, en 
apego, claro está, a los principios de contratación administrativa que rigen la 
materia; y sin que se ello implique un traslado absoluto de la titularidad o de la 
responsabilidad que ostenta la Administración en la producción y distribución de 
tales bienes y servicios.”  

                                                             
9 Resolución N.° 998-98, de las 11:30 horas de 16 de febrero de 1998. 
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Además indica que: “Dentro de este contexto, corresponde a la potestad que tiene 
el Estado de decidir sobre el uso de la contratación administrativa como 
mecanismo para la satisfacción del interés público; situación que representa, en 
todo caso, la posibilidad que tiene la CCSS, de decidir, mediante la contratación 
administrativa, la habilitación de una forma de gestión de los servicios de salud 
como función propia, lo anterior bajo un parámetro de elección sobre el modo de 
gestión de tal servicio.” 

Lo que aconseja el órgano contralor es: “aumentar la capacidad de previsión, 
programación, planificación, gestión y control de tales mecanismos, a fin de 
asegurar no solo el fin público, sino el adecuado uso de los recursos financieros 
que se invierten en la contratación de terceros para que brinden (en el caso 

particular de la CCSS) algunos servicios de salud.” 

De lo anterior, puede desprenderse que no es el proceso de contratación, como 
tal, el problema, sino el uso adecuado de éste y su implementación conforme a 

derecho.  

A pesar de que la Contraloría ha emitido señalamientos puntuales sobre los 
procesos de contratación de la CCSS, ello no quiere decir que el órgano contralor 

aconseje que se exceptúe a la Institución de tales facultades.  Al respecto indicó: 

“Así las cosas, la CGR en reiteradas ocasiones ha apuntado que en materia de 
contratación administrativa la CCSS tiene diversas oportunidades de mejora, todas 
ellas encaminadas al mejoramiento de sus procesos de planificación, gestión, 
administración, ejecución, control, etc; no significando ello que dicha situación 
excluya  la posibilidad de la Administración de proceder a contratar tales servicios 
de salud a terceros por medio de los procesos de contratación que le habilita la 
Constitución Política, la LCA y su Reglamento.  

 Téngase en cuenta que la Administración, acorde con la Ley y el Reglamento de 
Contratación Administrativa, tiene el deber de hacer un uso adecuado de las 
figuras de contratación, con las consecuentes responsabilidades por actuaciones 
al margen de tales regulaciones. El respeto y apego a los principios, 
procedimientos, requisitos y condiciones establecidas en la normativa especial, 
son elementales para garantizar no solo la satisfacción del interés público, sino 
particularmente una planificación, ejecución y recepción o prestación del bien y/o 
servicio acorde con las necesidades específicas, motivo por el cual, esta 
Contraloría General recomienda a esa Asamblea Legislativa se valore con 
especial atención si resulta necesaria  una restricción como la propuesta en el 
proyecto de ley”. 

De conformidad con las líneas anteriores, esta Asesoría considera que evitar la 
posibilidad de que la Caja pueda dar en concesión de gestión sus servicios 
públicos de salud, no solamente podría eventualmente resultar inconstitucional por 
violación a su autonomía y al principio de contratación administrativa, sino que 

puede resultar inconveniente desde el punto de vista práctico. 
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Artículo 2.- 

El artículo 2 plantea la modificación del artículo 62 de la Ley N° 17.  Básicamente 
reformula de forma total el artículo, ya que sustituye una norma desfazada en el 
tiempo, y en su lugar, incluye una norma cuyo objetivo primordial es obligar a esa 
institución a implementar una serie de requisitos y controles en el procedimiento 
de compras temporales de servicios. Para mejor comprensión, se adjunta el 

siguiente cuadro comparativo: 

Proyecto de ley N° 21.066 Artículo 62 de la Ley Constitutiva de la 
Caja Costarricense de Seguro Social, 

Ley N° 17 
Artículo 62- Los servicios ofrecidos al 
amparo del seguro de enfermedad y 
maternidad encomendado a la Caja 
Costarricense de Seguro Social, de 
conformidad con el artículo 73 de la 
Constitución Política, serán prestados 
directamente por la Caja y forman parte de 
su actividad esencial. 
 
La contratación temporal de servicios a 
terceros, solo será posible en casos 
excepcionales debidamente comprobados, 
en los que se cumpla con las siguientes 
condiciones: 
 
a) Se demuestre la urgencia de una 
contratación para garantizar la continuidad 
de la atención a los asegurados y la 
absoluta inviabilidad para la Caja de 
prestar ese servicio. 
 
b) Que exista un proyecto 
debidamente aprobado por las autoridades 
competentes de la Caja y en ejecución, 
para realizar a la mayor brevedad posible 
las inversiones necesarias para que la 
institución preste por su cuenta los 
servicios en cuestión. 
 
c) Que el plazo de la contratación no 
se extienda más allá de la fecha en que la 
Caja se encuentre en la capacidad de 
asumir o reasumir la prestación de los 
servicios de forma directa. 

Artículo 62.- Las Juntas de Protección 
Social tendrán la obligación de prestar los 
servicios hospitalarios, médicos y 
quirúrgicos que la Caja necesite, pero ésta 
deberá cubrir el costo de ellos, cuyo valor 
se fijará de común acuerdo. A falta de 
éste, el precio y condiciones serán fijados 
por la Secretaría de Salubridad Pública. 
 
NOTA: Los establecimientos médico 
asistenciales de las Juntas de Protección 
fueron traspasados a la Caja conforme a 
las disposiciones de la Ley Nº 5349 del 24 
de setiembre de 1973. 
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d) Que mediante estudios técnicos y 
financieros se constate que la contratación 
no afectará la adecuada prestación de los 
servicios a cargo de la Caja, ni el 
cumplimiento en los plazos previstos de 
los planes de inversión para garantizar 
que la institución pueda atender de forma 
directa, en condiciones idóneas de calidad 
y eficiencia, la totalidad de la demanda de 
estos servicios.  En los estudios 
financieros que se realicen deberá 
demostrarse la razonabilidad de los costos 
de dicha contratación. 
 
La contratación temporal de servicios a 
terceros, se regirá por lo establecido en el 
artículo 80 de la Ley de Contratación 
Administrativa, ley 7494 del 02 de mayo 
de 1995. 
 
En casos específicos que requieran 
atención inmediata y en los que el trámite 
de los requisitos anteriores pueda poner 
riesgo la vida o la salud de los pacientes, 
la Caja podrá prescindir total o 
parcialmente de dicho trámite.  Sin 
embargo, en un plazo improrrogable de 
dos meses contado a partir de la primera 
contratación, la institución deberá 
proceder a su cumplimiento, a efecto de 
determinar la procedencia de futuras 
contrataciones similares. 
 
Los actos que se realicen en 
contravención de lo dispuesto en este 
artículo serán absolutamente nulos. Los 
funcionarios públicos que incumplan con 
estas disposiciones incurrirán en falta 
grave de servicio y serán sancionados con 
despido sin responsabilidad patronal o con 
destitución inmediata del cargo, en el caso 
de funcionarios nombrados por el Poder 
Ejecutivo.  Lo anterior, sin perjuicio de las 
demás responsabilidades civiles y penales 
en que puedan haber incurrido.” 
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Sobre este numeral reiteramos los comentarios realizados a lo largo de este 
informe, en el sentido de que el legislador no puede imponerle limitaciones a la 
Caja Costarricense de Seguro Social en el ejercicio de las funciones 
constitucionalmente delegadas a esta Institución. De igual forma, tampoco puede 
establecerle los parámetros para el ejercicio de sus facultades.  

De conformidad con lo anterior, esta Asesoría considera igualmente que el artículo 
podría eventualmente tener problemas de constitucionalidad, en relación con la 

violación a la autonomía otorgada a la CCSS. 

 

IV.- ASUNTOS DE TÉCNICA LEGISLATIVA 

 
Desde el punto de vista de una correcta técnica legislativa, el proyecto se adecúa 
de muy buena manera, por lo cual no se tienen observaciones sobre este 
particular.  
 

V.- CONCLUSIONES 

 
A pesar de que la iniciativa de ley posee objetivos muy loables, lo cierto es que la 
forma de conseguirlos difícilmente se pueda lograr mediante la aprobación de 
estas reformas legales. Lo anterior, por la autonomía reforzada que posee la Caja 
Costarricense de Seguro Social para la consecución de sus fines. 
 

VI.- ASPECTOS DE TRÁMITE LEGISLATIVO Y PROCEDIMIENTO 

Votación 
Este proyecto requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los votos 
presentes que dispone el artículo 119 de la Constitución Política. 

Delegación 
El proyecto es delegable en una Comisión con Potestad Legislativa Plena, por no 
encontrarse dentro de las excepciones, que establece el párrafo tercero del artículo  
124 de la Constitución Política.  

Consultas 

 

Obligatorias: 

 Caja Costarricense de Seguro Social 
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Facultativas: 

 Contraloría General de la República 
 

 

 

VII.- ANTECEDENTES JURÍDICOS RELACIONADOS 

 
Normativa 

 Constitución Política de la República de Costa Rica, del 19 de noviembre de 
1949 y sus reformas. 

 Reglamento de la Asamblea Legislativa. 
 Ley N° 7494, “Ley de Contratación Administrativa”, de 8 de junio de 1995.  
 Ley N° 7762, “Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios 

Públicos”, de 14 de abril de 1998. 

 
Jurisprudencia judicial y administrativa 

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 
Resolución 13570-2018, de las 09:15 horas del 21 de agosto de 2018.  

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N°11658-

2018, de las 09:15 horas del 18 de julio de 2018.  

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N°12250-

2015, de las 11:30 horas del 7 de agosto de 2015.  

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 

004636-98 de las 15:57 horas del 30 de junio de 1998.  

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 03065-

98 de las 18:18 horas del 6 de mayo de 1998. 

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 10545-

01, de las 14:58 horas del 17 de octubre de 2001.  

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución N° 

004797-2017, de las 10:30 horas del 29 de marzo de 2017.  

 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, Resolución Nº 2011-

015655, de las 12:48 horas del 11 de noviembre del 2011. 

 
Material bibliográfico 

 Jinesta Lobo, Ernesto, Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I. (2002). 
 García-Escudero Márquez, Manual de Técnica Legislativa (2011) 
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 Contraloría General de la República, mediante oficio DFOE-SOC-0727 del 
28 de junio de 2019. 
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